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    Un país al margen de la ley, treinta años después


    La Argentina se apresta a celebrar, en diciembre de 2023, cuatro décadas de vida democrática. Alrededor de esa fecha, se cumplen también treinta años de la publicación de Un país al margen de la ley y de la muerte de Carlos Nino. Las tres efemérides conectan de forma única la historia de construcción de nuestra democracia constitucional. Una construcción colectiva que comenzó en 1983 con el liderazgo del presidente Raúl Alfonsín y sigue hasta nuestros días como proyecto de la mayoría de los argentinos.


    La nueva edición de esta obra seminal de Carlos Nino nos ofrece la oportunidad de mirar hacia atrás para hacer un balance de lo que cambió y lo que perdura de ese diagnóstico sobre el país al margen de la ley. Al mismo tiempo, la relectura de la obra tres décadas después provee una ocasión singular que permite repensar, desde el presente, algunas de las propuestas de Nino para enfrentar la ajuridicidad sistémica, que el autor bautizó como “anomia boba”. Las páginas que siguen invitan a trasladarnos a 1992 para retornar a 2023 y apreciar la actualidad de Un país al margen de la ley.


    Pero antes me gustaría recordar aquí uno de los puntos centrales con los que Nino concluye el libro y que, a mi entender, muestra en qué medida todavía no hemos tomado el guante principal de la propuesta de esta obra. Me refiero a su llamado a una educación normativa que transmita la importancia de respetar las normas democráticamente aprobadas. Y la necesidad de que amplios sectores de la población internalicen que la anomia pone en riesgo toda perspectiva de desarrollo sostenido y consolidación democrática.


    Argentina, 1992


    A comienzos de 1992, la Argentina se embarcaba en un nuevo plan de estabilización que conocimos bajo el nombre de “convertibilidad”. Comenzaban a quedar atrás los coletazos más fuertes de la crisis de 1989, que había provocado el fin anticipado del gobierno de Alfonsín. Ese año, la presidencia de Carlos Menem ponía a prueba un nuevo plan económico: el peso convertible reemplazaba al austral. La expectativa de retomar la senda del crecimiento se expresaba en la aceptación de las reformas estructurales que implementaría en esos años el gobierno en línea con el Consenso de Washington. La posibilidad de una reforma constitucional para permitir la reelección presidencial comenzaba a aparecer en el debate público. Las organizaciones de derechos humanos, que habían ocupado un espacio relevante en la escena política de la década anterior, exploraban estrategias judiciales para revertir los indultos y continuar la persecución penal de los delitos de la última dictadura. El año lectivo comenzaba con el terrible atentado terrorista a la Embajada de Israel. Un mes después, estallaba una bomba en la casa que había habitado el “Che” Guevara en Rosario.


    Como sugiere este breve repaso, en 1992 la agenda de la primera década de democracia continuaba intacta. Los desafíos de la economía, que no había logrado encarrilarse en los primeros tiempos del gobierno de Menem, y la reversión del estancamiento económico que experimentaba el país desde hacía tiempo ocupaban la mayor parte de la vida política. La modernización de la Constitución, proyecto clave para el que se había perdido la posibilidad de un acuerdo bipartidario en el gobierno anterior, reaparecía en los debates enmarcada ahora en la necesidad de dar continuidad a las reformas económicas que se testeaban. Las conquistas de justicia transicional representadas por la Conadep y el Juicio a las Juntas de 1985 habían sido desmanteladas por los indultos. Si bien la violencia política parecía acotarse a eventos como el de Rosario, el país recibía con horror la novedad del terrorismo internacional. En ese 1992, veía la luz en Buenos Aires la primera edición de Un país al margen de la ley, el último libro publicado en vida en la Argentina de Carlos Nino, el abogado, el filósofo, el intelectual. Para quienes lo conocieron, Nino fue un ser extraordinario. Sus ideas marcaron una época y han sido hasta hoy de enorme influencia en la Argentina y el mundo. Su contribución escrita puede rastrearse en cientos de artículos y en los catorce libros publicados en español y en inglés durante su vida, a los que se suman tres volúmenes editados de forma póstuma. En su obra intensa y erudita, Nino pensó el derecho, la democracia, la justicia, la Constitución, la legalidad y el castigo como nadie antes lo había hecho en nuestro país o lo volvería a hacer desde entonces. Combinó de forma única las figuras del intelectual público y el gran profesor-investigador comprometido con la democracia constitucional. Fue al mismo tiempo un asesor presidencial y un educador incansable.


    Al mirar en perspectiva ese recorrido, Un país… aparece como una obra especial. En un sentido, es un libro construido sobre todos los que lo antecedieron, que preanuncia lo que articuló en los últimos tres manuscritos que dejó al morir de forma imprevista en agosto de 1993. Un país… es, en muchos sentidos, un libro bisagra. Hasta esta obra, Nino había desarrollado grandes propuestas teóricas en el plano de la filosofía política y la teoría del derecho. Sus aportes se habían aplicado a los más diversos temas del derecho constitucional y el derecho penal. Sus obras combinaban la ambición de la gran producción teórica y su aplicación a problemas concretos con una destreza ejemplar. Su trabajo amalgamaba siempre conocimientos filosóficos, institucionales y jurídicos. Pero en Un país…, Nino volvía a mostrar que podía superar su identidad de jurista y filósofo devenido gran intelectual público para explorar nuevos debates disciplinares y tradiciones, como los de los estudios sociojurídicos o el análisis de la elección racional y la teoría de los juegos.


    De diversas maneras, todas las obras de Nino dan cuenta de su enorme capacidad como “diagnosticador” de los problemas contemporáneos más relevantes en las disciplinas que dominaba. En Un país…, sin embargo, se animó a ir más allá de los contornos de su obra previa para ofrecer un argumento como diagnóstico estructural de la sociedad y las instituciones argentinas, diagnóstico que trascendería las aulas de las facultades de Filosofía, Derecho o Ciencia Política, en las que había enseñado. Quizá por eso reconoció que el libro debía salir publicado en una editorial comercial. Y no se equivocó. Si bien aún treinta años después su prosa y su erudición hacen de algunos capítulos del libro un texto complejo, en Un país… Nino logró nombrar un fenómeno que había sido poco explorado en el derecho y las conversaciones públicas sobre la democracia y el desarrollo: la ineficacia extendida de la juridicidad, que propuso denominar “anomia boba”, un concepto al que dio un cariz más sistémico que el utilizado en el mundo jurídico para referirse a las distintas formas en que el derecho no se cumple y las normas no se perciben como obligatorias para todos.


    Nino invitaba así a corregir teorizaciones y propuestas de reformismo jurídico, como las que él había promovido la década anterior desde el Consejo para la Consolidación de la Democracia, las aulas y sus libros, con un dato estructural: la sociedad y sus instituciones vivían una cultura del incumplimiento generalizado de las normas, lo que producía efectos autofrustrantes y socavaba la utilidad del derecho para fortalecer la capacidad de acción colectiva. Su invitación dejaría una huella indeleble. Para el público que trasciende la comunidad jurídica, Un país… tal vez sea la más reconocida de todas sus contribuciones.


    A partir de Un país…., tanto la metáfora que da nombre al libro como su idea de la anomia boba cambiaron para muchos la forma de mirar los problemas jurídicos y su contexto. Al público más amplio, el libro le facilitó una metáfora que hasta hoy aparece citada regularmente en artículos periodísticos o debates públicos, cuando algún conflicto o crisis institucional implica el incumplimiento de normas de todo tipo así como el fracaso masivo de las instituciones encargadas de hacerlas cumplir. A la comunidad jurídica que conocía los debates sobre ineficacia desde el plano conceptual en la teoría del derecho o en el plano sociológico en los estudios sociojurídicos, Un país… le permitió reconocer la dimensión estructural del fenómeno. Esa comprensión del contexto de inoperancia extendida de la ley sería crucial para quienes, de ahí en adelante, siguieran pensando la construcción de una democracia constitucional o la interpretación cotidiana del derecho.


    Argentina, 2023


    Tres décadas después de su primera publicación, Un país… continúa iluminando aspectos clave para pensar el derecho, la política y la economía en nuestro país. Podría justificar esta afirmación de muchas maneras, pero quisiera hacerlo a partir de tres dimensiones en las que, creo, la obra resulta relevante para debates actuales y otros aún pendientes. En primer lugar, me referiré a su diagnóstico sobre el carácter estructural de la anomia. En segundo término, destacaré la importancia de la obra como pionera en identificar la conexión entre el derecho y el desarrollo, un aspecto mucho menos rescatado de su aporte. Finalmente, quisiera llamar la atención sobre un recorte de las propuestas con las que Nino concluye el libro, que han sido menos discutidas: me refiero a sus ideas sobre la enseñanza normativa y la democracia deliberativa como espacios de diálogo sobre la ajuridicidad extendida y los costos de la anomia como prerrequisito para la transformación de ese país al margen de la ley.


    La vigencia del diagnóstico


    La inobservancia de las normas y el pluralismo jurídico son fenómenos presentes en todas las sociedades donde funciona el derecho. Frente a este aspecto convencional de la juridicidad, Nino propone llamar la atención sobre el carácter sistémico de la cultura del desacato a la ley, que ilustra en su libro con infinidad de ejemplos de “la anomia social e institucional de los argentinos”. Su propuesta se enlista en la tradición de escritores, pensadores y gobernantes que, a lo largo del continente latinoamericano y desde los tiempos de las colonias españolas y portuguesas, identificaron la cultura del incumplimiento de reglas como un rasgo definitorio de la región.[1] Para Nino resultaba sorprendente que, a pesar de “la visibilidad de la tendencia argentina hacia la ilegalidad”, ella no hubiera sido central en los estudios de las ciencias sociales de los factores que explicaban el autoritarismo y la reversión del desarrollo del país. Para reparar esa ausencia, dedicó el libro a mostrar desde una perspectiva sociológica los costos que el incumplimiento sistémico, estructural, del derecho tiene para la democracia y el desarrollo. Al hacerlo, acuñó el concepto de “anomia boba”, por el que entendía el conjunto de acciones colectivas autofrustrantes para los agentes que las ejecutan.


    Con este diagnóstico, Nino salía una vez más de su zona de confort como intelectual. Hasta este libro y con la excepción del capítulo “Una visión de las vicisitudes del Constitucionalismo Argentino”, incluido en la obra Fundamentos de derecho constitucional, el trabajo del autor había consistido fundamentalmente en el despliegue de herramientas de la filosofía política y jurídica. En esta ocasión, recurría a datos de la historia, la economía y diversas fuentes secundarias producidas por cientistas sociales del país para ofrecer una caracterización sociológica de la cultura del incumplimiento. El mérito de este ejercicio de exploración multidisciplinar, realizado por un jurista e intelectual de sus proporciones, es de por sí un evento a destacar.[2] Pero además se trataba de un ejercicio muy original.


    Ahora bien, treinta años después vale la pena interrogarnos también sobre la vigencia de ese diagnóstico. ¿Sigue siendo la Argentina de 2023 un país al margen de la ley? ¿Cuán estructural es esa inobservancia del derecho hoy entre nosotros? ¿Se ha incrementado o no? ¿Se expresa de la misma forma en las élites y los sectores populares, en las instituciones formales e informales? ¿Sigue obrando el formato de las prácticas que describía Nino en los capítulos sobre la anomia social e institucional? ¿En qué medida se diferencia este fenómeno respecto del resto de la región o del mundo?


    No se trata de interrogantes fáciles de responder. Tal vez incluso no tenga sentido buscar evidencia actualizada de la vigencia del diagnóstico y sea suficiente contentarnos con el hecho de que la obra sigue inspirando debates y conversaciones que suponen un consenso sobre su actualidad. Miremos, no obstante, un par de datos. Si pensamos en dos de los ejemplos a los que Nino acudía para ilustrar el incumplimiento generalizado –la informalidad laboral y la evasión impositiva–, parece evidente que se trata de fenómenos que persisten e incluso se han expandido, si tenemos en cuenta el tamaño de la economía informal en el país o la complejidad de los casos de corrupción económica conocidos en los últimos tiempos. Además, aunque varios de los casos analizados en Un país… como ejemplos anómicos han experimentado importantes cambios o se ha transformado la información que tenemos disponible, como sucede por ejemplo con algunas normas de tránsito o el estándar de higiene callejera, otras cuestiones continúan en la agenda pública sin grandes avances, como ocurre con la corrupción pública y privada en la obra pública, por citar un caso al que Nino dedica algunas páginas. Parecería que podemos seguir asumiendo la vigencia del diagnóstico. La dimensión sistémica de la inobservancia de las reglas formales sigue siendo un dato de nuestras vidas en comunidad.


    Por otro lado, desde la publicación de Un país… nuevas generaciones de cientistas políticos, sociólogos y economistas preocupados por las instituciones en acción han producido un acervo de estudios empíricos que observan las dinámicas de interacción entre instituciones formales e informales. Estudios como los compilados por Rodrigo Zarazaga y Lucas Ronconi[3] o sistematizaciones de la investigación disponible como las ofrecidas por Daniel Brinks, María Victoria Murillo y Steven Levitsky[4] muestran desde distintos enfoques y observaciones empíricas la complejidad de la relación entre las normas en los libros y en acción y la prevalencia del fenómeno de incumplimiento de la ley en la región.


    Desde la publicación de Un país…, obras como estas y otras con metodologías de lo más diversas han complejizado la forma en que estudian las relaciones entre normas formales e informales, sus causas y consecuencias. Los estudios descriptivos sobre esos fenómenos han abierto paso a la investigación inferencial y, por tanto, hoy comprendemos mejor la dimensión intencional o política detrás de ciertas expresiones de la ajuridicidad. Estos desarrollos no son obstáculo, sin embargo, para aceptar la persistencia de la dimensión estructural que enfatiza Nino en su diagnóstico de la anomia boba. Hacer hincapié en este aspecto de forma llana y para el público más amplio es, quizá, el aporte más claro de una obra que se proponía sensibilizar sobre la necesidad de recentrar las conversaciones en torno a nuestra relación con la legalidad. Es por esa razón que el libro sigue funcionando con gran capacidad pedagógica en el aula y la educación cívica más amplia. Pero la virtud de nombrar un problema sistémico –presente en la mayoría de las sociedades del Sur Global– es solo uno de los aspectos que dan contemporaneidad a la obra. Veamos otros de sus méritos.


    Derecho y desarrollo/anomia y desdesarrollo


    La originalidad de la contribución de Nino en Un país… reside también en una dimensión menos explorada del trabajo, que anticipa el subtítulo de la obra: “La anomia como componente del subdesarrollo argentino”. Nino había sido un intérprete privilegiado de los grandes desafíos jurídicos de la primera década de la democracia. Durante el gobierno de Alfonsín, había sido un actor clave en el asesoramiento sobre la política de justicia transicional y liderado el Consejo para la Consolidación de la Democracia, como señalamos, donde pensó y debatió diversas propuestas para la reforma constitucional.


    A partir de 1989, al concluir su mandato en el Consejo, trabajó para pensar los desafíos futuros y entender los límites de la experiencia anterior en el contexto del enorme fracaso económico que había terminado anticipadamente con el primer presidente electo en 1983. Una vez más, como gran intérprete de su tiempo, Nino comprendió entonces la necesidad de conectar las instituciones de la democracia constitucional (y dentro de ellas, la dimensión jurídica, es decir, el Estado de Derecho) y el desarrollo. Todas las políticas de reforma puestas en marcha por Alfonsín estaban en riesgo, y la economía argentina transitaba un proceso de reversión del desarrollo. Reflexionando sobre esa experiencia, Nino parecía llegar a la conclusión de que la anomia social e institucional de los argentinos, ilustrada en los primeros capítulos con algunas anécdotas y cientos de datos de los que estaban disponibles por entonces, era una variable clave para entender los límites de la experiencia vivida y salir para adelante.


    De este modo, los seis capítulos que conforman el libro comienzan con una novedosa vinculación entre el derecho y el desarrollo, conexión poco iluminada en nuestras conversaciones profesionales en el derecho o cívicas hasta hoy. A diferencia de otras tradiciones latinoamericanas en las que el movimiento de derecho y desarrollo, promovido por académicos reformistas de los Estados Unidos, visibilizó esta conexión desde los años sesenta a nuestros días, nuestros debates jurídicos rara vez han combinado los problemas con la legalidad y su impacto en el desarrollo sustentable e inclusivo. En las aulas donde se estudia derecho en Brasil, Colombia o Chile, hace décadas que las ideas originalmente importadas del desarrollismo liberal estadounidense han ido abriendo paso a debates y creaciones autóctonas sobre la relación entre la ley y el crecimiento económico o el desarrollo social (entre nosotros, esa es una tarea aún pendiente). Aunque en las últimas décadas se ha extendido el estudio del análisis económico del derecho, y hoy contamos con otros marcos teóricos y datos para abordar la conexión derecho/desarrollo que los utilizados por Nino al visibilizar esta cuestión, el mero hecho de comenzar la obra con ese encuadre constituye, tres décadas después, una contribución a destacar.


    En ese primer capítulo, Nino pone en el centro de su argumentación la necesidad de pensar la conexión entre la inobservancia extendida del derecho y lo que simboliza en términos de renuncia a su potencia para organizar la vida en sociedad, y por tanto, la vida económica. Esa relación ambivalente, mal articulada, poco iluminada entre nuestras prácticas frente a las normas, ¿podría ser una de las grandes explicaciones de la reversión del éxito del proyecto liberal que, entre fines del siglo XIX y la primera mitad del siglo XX, puso a la Argentina en la senda de un crecimiento inédito que mejoró las condiciones de vida de una proporción importante de la población? Para Nino, este no es un fenómeno monocausal. La anomia puede no ser la principal causa del desdesarrollo, pero este primer capítulo de Un país… nos interpela sobre si hemos puesto suficiente énfasis en comprender en qué medida la construcción de una cultura de respeto al derecho para vivir dentro de la Constitución o la ley es una precondición para el funcionamiento de las instituciones democráticas y su impacto positivo en la economía. Al pensar sobre los desafíos futuros que enfrenta la democracia argentina en 2023, tal vez haya llegado la hora de pensar más y mejor las implicancias de la conexión entre el desarrollo y la cultura de la legalidad y el respeto del derecho.


    La vigencia de las recomendaciones


    Un país… concluye con un capítulo en el que el autor sistematiza recomendaciones para salir de la trampa de la anomia en la Argentina. Se trata de propuestas que Nino había elaborado en sus trabajos previos, sobre la base de proyectos de investigación que encaró con grandes equipos y discípulos. Las últimas páginas del libro reformulan esas propuestas como recetas para enfrentar la ajuridicidad sistémica. Su relectura interesa en dos sentidos.


    Por un lado, nos permite hacer un balance de la gran cantidad de innovaciones institucionales que se han puesto en práctica en el país desde 1992. Tres décadas atrás, esos cambios eran solo parte de una larga lista de recomendaciones elaboradas por Nino, sus discípulos, y un conjunto reducido de otros intelectuales y políticos que lideraban el debate público sobre la reforma jurídica e institucional en la Argentina. Si repasamos el listado de propuestas, podemos observar cuántas de esas innovaciones institucionales se han implementado en los distintos poderes y niveles de la estructura federal del país. Por otra parte, la lectura contemporánea de Un país… también nos permite tomar perspectiva de cuántas de las reformas ya anticipadas en el último capítulo, en 1992, están todavía pendientes o han sido insuficientemente exploradas a la hora de fortalecer la construcción de la democracia constitucional y su aporte al desarrollo sustentable e inclusivo del país.


    Repasemos brevemente los seis tipos de recetas institucionales que Nino postulaba para combatir el desacato extendido de la ley. En primer lugar, para el Poder Judicial resultaba clave cambiar los mecanismos de designación de magistrados, promover la independencia de poderes políticos y otros poderes y sectores, ampliar la participación ciudadana en la justicia a través de la promoción del juicio por jurados, y fomentar la transparencia en los procesos y el acceso a la información. Todas agendas puestas en práctica con distinta temporalidad y éxito desde la reforma constitucional de 1994. En segundo término, Nino ofrecía diversas ideas para promover la descentralización y la participación ciudadana a través de las provincias, proyecto que puso en práctica el menemismo a través de la descentralización de servicios educativos, de salud y seguridad, entre otros. En tercer lugar, insistía en la necesidad de una reorganización administrativa en la que ya se pueden identificar muchas de las variables que después mapearían los estudios sobre “capacidades estatales”, así como los problemas endémicos de la administración pública (en torno a la corrupción, la coordinación, la organización, la regulación y el capital humano del sector) y agravados por la falta de funcionamiento de los organismos de control, como la Auditoría General de la Nación y la Sindicatura. En cuarto y quinto lugar, Nino completaba su lista de recomendaciones con la idea de que tanto la responsabilidad penal como la civil tenían la potencia de contribuir a reducir el fenómeno extendido de incumplimiento de la ley, pero para eso era necesario transformar criterios y prácticas de las instituciones encargadas de hacer cumplir el derecho. Evaluar las transformaciones ocurridas en las últimas tres décadas en todos estos planos escapa a la posibilidad de este espacio. El repaso de este menú de propuestas nos recuerda, sin embargo, hasta qué punto hemos trabajado con éxitos y desencuentros en la activación de la mayoría de estas reformas institucionales. Aunque todavía reste mucho por hacer y evaluar, no hay duda de que hemos hecho una importante inversión colectiva en testear reformas que quizá expliquen la persistencia de nuestra democracia constitucional, pese a que no hayamos logrado aún retomar la senda del desarrollo.


    Ahora bien, quisiera concluir estas páginas destacando la vigencia de los dos ámbitos de intervención que Nino dejó para el final de su capítulo de propuestas. Me refiero a la educación normativa y la democracia deliberativa. Para Nino, el proceso educativo era sin duda uno de los ámbitos centrales para promover la observancia de las normas jurídicas, sociales y morales. Pensaba que la educación formal, a través de las escuelas y las universidades, pero no solo ella, sino también “la educación que se transmite a través de los medios masivos de comunicación, las bibliotecas, el cine y el teatro, conferencias y encuentros informales entre los ciudadanos” serían clave para revertir la cultura de la ajuridicidad.


    Las páginas que dedica al ámbito educativo como eje para enfrentar la anomia están marcadas por los debates filosóficos de la época, con citas a las obras de Albert Hirschman, William Galston y Amy Gutmann. Además de mostrar su capacidad pedagógica para explicar con erudición la complejidad del debate sobre la educación liberal y democrática, estas páginas aciertan en resaltar la inevitabilidad de recurrir al proceso educativo para transformar las preferencias de los individuos como precondición para lograr la observancia de las normas públicas que les permitirán elegir a su turno sus propios ideales de virtud personal. Nino advirtió como nadie el carácter “profundamente antidemocrático” de la anomia, dado que implicaba imponer a los demás los efectos de acciones sustentadas en normas que surgen de la reflexión individual y no de la deliberación y la toma de decisiones colectivas. En resumen, “si quien actúa anómicamente goza de poder suficiente, actúa dictatorialmente; de lo contrario, es un mero anarquista”, sentenciaba con gran lucidez. Y siguiendo a Amy Gutmann, concluía que la defensa de la democracia requería la adopción de procedimientos que promovieran el cumplimiento de las normas surgidas del proceso democrático. En otras palabras, el ideal de una educación democrática es el de un proceso de reproducción social consciente, y ello exige educar a los ciudadanos en el proceso de deliberación colectiva y decisión mayoritaria.


    Comencé esta presentación haciendo referencia a la propuesta de Nino de una educación democrática que promoviera la conciencia sobre la anomia y su reversión. Pero para funcionar más allá de los confines del espacio pedagógico, esa educación democrática debía combinarse con la promoción de instancias de deliberación democrática más amplias. Instancias en las que los individuos, al tomar conciencia del entorno anómico, pudieran poner en práctica o profundizar su disposición a gobernarse por normas jurídicas, su influenciabilidad frente a las actitudes de los otros, y la susceptibilidad a la consistencia.[5] Ideas que Nino había esbozado en trabajos previos y que desarrollaría en más profundidad que en Un país… en su obra póstuma sobre la constitución de la democracia deliberativa.


    Tal vez estas últimas precisiones sobre la democracia deliberativa y la amplia bibliografía publicada desde entonces, incluida la enfocada en las dimensiones sistémicas de la deliberación, contengan la clave para continuar el diálogo de esta última recomendación.


    Palabras de cierre


    Mientras se escriben estas páginas corren tiempos en que democracias que creíamos consolidadas flaquean o han perdido el apoyo de importantes proporciones de la población. En ese contexto global, la democracia argentina enfrenta en paz una nueva crisis económica. Tras una década de recesión, el país intenta dejar atrás una pandemia con la inflación más elevada del mundo. Al mismo tiempo, ese país marcado históricamente por las divisiones y la polarización canaliza hoy diversos conflictos políticos en el marco institucional de la división de poderes prevista en la Constitución. El sistema de frenos y contrapesos contiene desacuerdos profundos sobre la coparticipación, la integración del Consejo de la Magistratura o la legitimidad del enjuiciamiento a la actual vicepresidenta. En todos esos planos, la crisis institucional transcurre dentro de los márgenes razonables de la interpretación constitucional. Mientras tanto, dos coaliciones competitivas se aprestan a elegir sus candidatos nacionales y provinciales para enfrentar una nueva contienda electoral.


    ¿Es esta Argentina un país al margen de la ley? Hemos dicho que se trata de un interrogante difícil de responder. Si el derecho tiene alguna conexión instrumental plausible con el desarrollo económico y social, como lo pensaba Nino, parecería que no hemos avanzado mucho. Es más, desde el punto de vista económico y sociodemográfico, la Argentina de 2023 es un país mucho más pobre, desigual y fragmentado que aquel que preocupaba a Nino tres décadas atrás.


    Sin embargo, aunque la ajuridicidad sistémica siga siendo un fenómeno relevante, tal vez haya cambiado algo que valdrá la pena indagar para entender la diferencia entre esta época de crisis marcada por la paz y el conflicto institucionalizado, y crisis anteriores donde la vigencia de la legalidad parecía ofrecer un poco menos que hoy. ¿Estaremos finalmente cosechando cuatro décadas de apuesta a la democracia constitucional y el Estado de Derecho? Una democracia constitucional imperfecta, con altos grados de ajuridicidad. Un Estado de Derecho incompleto, ¿pero incrementalmente fortalecido?


    Parecería que, a pesar de que el desacato de las normas sigue siendo parte de nuestra vida cotidiana, muchos sectores de la sociedad argentina conocen hoy la Constitución y el sistema de división de poderes y frenos y contrapesos. La ciudadanía entiende mucho mejor la complejidad de la política transicional, o comprende los compromisos nacionales e internacionales asumidos en los tratados de derechos humanos. Muchos sectores celebran la política de la identidad que ha generado leyes e instituciones encargadas de proteger los derechos de una diversidad de grupos (como las personas con discapacidad, las poblaciones indígenas, migrantes, las identidades sexogenéricas, los movimientos sociales, por citar solo algunos). En ocasiones, esas políticas muestran también los límites de la hiperfragmentación del sujeto de los derechos humanos. Las políticas de acceso a la justicia, la defensa pública y la activación de la justicia a nivel federal y local encargada de proveer derechos sociales, la responsabilidad civil y penal también han avanzado de forma significativa. Un entramado de organizaciones civiles dedicadas a la defensa de diversos derechos conecta la ciudadanía con estos foros y los movimientos sociales. Por último, los grandes debates sobre el parteaguas de temas morales como el matrimonio igualitario o el aborto transcurren en el seno de las instituciones democráticas de forma abierta, transparente, informada, participativa, lo que muestra al mundo nuestra capacidad de empleo de la argumentación constitucional y de política pública para lograr acuerdos sociales en leyes modernas producto de la deliberación.


    Tal vez, aunque la relación con la legalidad siga siendo ambivalente y aspectos de la anomia boba tengan aún vigencia, estas novedades den cuenta de que algo ha cambiado desde 1992 en la vida de la democracia constitucional argentina.


    


    Paola Bergallo


    


    
      
        [1] Para una revisión de las obras más importantes de esta tradición, véase Mauricio García Villegas, Normas de papel. La cultura del incumplimiento de reglas, Bogotá, Siglo del Hombre - Dejusticia, 2013.

      


      
        [2] Mientras Nino avanzaba en esta obra, otros de los mejores cientistas sociales y juristas de la región proponían ejercicios similares con otras metodologías y llegaban a conclusiones similares. Me refiero, por ejemplo, al trabajo seminal que un par de años después publicaron referentes de la ciencia política y el derecho a nivel latinoamericano, como Guillermo O’ Donnell, Paulo Pinheiro y Juan Méndez, en el que argumentaban algo parecido con marcos teóricos de la ciencia política y el derecho comparado a nivel regional. Véase Juan Méndez, Guillermo O’Donnell y Paulo Sérgio Pinheiro (comps.), La (in)efectividad de la ley y la exclusión en América Latina, Buenos Aires, Paidós, 2002.

      


      
        [3] Véase Rodrigo Zarazaga y Lucas Ronconi (comps.), Conurbano infinito. Actores políticos y sociales entre la presencia estatal y la ilegalidad, Buenos Aires, Siglo XXI - CIAS - Fundación OSDE, 2017.

      


      
        [4] Véase María Victoria Murillo, Steven Levitsky y Daniel Brinks, La ley y la trampa en América Latina. Por qué optar por el debilitamiento institucional puede ser una estrategia política, Buenos Aires, Siglo XXI, 2021.

      


      
        [5] Nino define esta idea en dos planos. En el plano lógico, la susceptibilidad a la consistencia implica la disposición a rechazar juicios normativos, que son lógicamente contradictorios con otros de los juicios que uno acepta. En el plano pragmático, la susceptibilidad a la consistencia supone la predisposición a “rechazar actitudes y acciones, en uno mismo y en los demás, que no están justificadas por los juicios hacia los que uno tiene la actitud de aceptación”.
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    por su confianza en la ley y la justicia.


    


    A mis hijos Ezequiel y Mariano,


    con la esperanza de que alguna vez la tengan.

  


  
    Palabras iniciales


    La investigación volcada en este libro fue posible gracias a una generosa beca de la Fundación Antorchas, la que por cierto no es responsable de las afirmaciones que aquí se hacen.


    Tal investigación fue realizada en el Centro de Estudios Institucionales (CEI) de Buenos Aires. Estoy muy agradecido a todos mis colegas del CEI por su estímulo e ideas, pero debo mencionar especialmente a mi colaborador Roberto Pablo Saba, quien me ha proporcionado, con su excelente tarea de búsqueda de materiales, innumerables elementos empleados en este trabajo. Roberto de Michele me ha proporcionado también una ayuda sumamente valiosa en la edición del libro.


    Durante toda mi vida de trabajo he lidiado con normas en una forma bastante abstracta. He pensado que sería un tributo a mi país hacer un estudio sobre el rechazo hacia las normas que todos los argentinos tendemos a mostrar. Muchos piensan que poner de manifiesto aspectos negativos del país de uno no es patriótico. Creo que la verdad es exactamente la opuesta, sobre todo cuando se trata de contribuir a la superación de esos aspectos. Como se verá al final de este libro, creo que una de las cosas más conducentes para superar la anomia argentina es lo que precisamente este libro hace, o sea, promover un proceso de discusión colectiva. Algunas personas se sentirán molestas porque haya puesto de manifiesto procesos anémicos en los que pueden estar involucrados; pero en diferentes grados –y los grados son sumamente relevantes desde el punto de vista moral– todos los argentinos hemos desarrollado actitudes adaptativas al medio en que nos movemos y ello no debería ser impedimento para que tomemos conciencia de este fenómeno de la tendencia a la ajuridicidad en la vida argentina y lo sometamos a la discusión crítica, aunque nos resulte, como debo confesarlo que me resulta a mí, sumamente doloroso.


    


    Hemos dicho todo esto porque en vuestro nuevo Estado nosotros no vamos a nombrar a un nuevo hombre en la función pública por su riqueza o alguna otra pretensión, como, digamos, la fuerza, la estatura o las circunstancias de su nacimiento. Insistimos en que la función más alta en el servicio de los dioses sea asignada al hombre que sea mejor en la obediencia a las leyes establecidas y gane ese tipo de victoria en el Estado. […] Tales individuos generalmente son llamados “gobernantes”, y si los he llamado “sirvientes de la ley” no es por acuñar un nuevo nombre, sino porque creo que el éxito o fracaso de un Estado depende de este punto más que de cualquier otra cosa. Cuando la ley está sujeta a alguna otra autoridad y no tiene ninguna por sí misma, el colapso del Estado, en mi opinión, está a la vista; pero si las leyes son las patronas del gobierno y el gobierno es su esclavo, entonces la situación es plenamente prometedora y los hombres gozan de todas las bendiciones que los dioses conceden a un Estado. Este es el modo con que yo veo las cosas (“De un ciudadano ateniense a Cleinias, el cretense”, en Las leyes de Platón, libro cuarto).

  


  
    1. Introducción: ilegalidad y subdesarrollo


    1. Un estado de insatisfacción


    En la Argentina todos conocemos este cuento:


    Cuando Dios hizo al mundo, tuvo una actitud que desconcertó a su ángel-auxiliar. Al ocuparse de la zona más austral del hemisferio occidental creó las llanuras más feroces, bosques pródigos, un litoral marítimo extensísimo con enormes riquezas subacuáticas, un subsuelo abundante en minerales, ríos caudalosos, lagos y montañas espectaculares. Frente a esta magnanimidad divina, el ángel-auxiliar preguntó perplejo: “¿No crees, Señor, que se te está yendo la mano en Tu generosidad hacia esa parte del mundo, comparando con Tu moderación cuando dotaste a otras regiones del planeta?”. La respuesta fue tan rápida como aclaratoria: “No te preocupes, que compensaré esa munificencia poblando a esa tierra con argentinos”.[6]


    Este chiste tal vez presuponga algunas falsedades: no es tan claro que el territorio argentino sea excesivamente rico en recursos. Aparentemente, escasea el hierro; el petróleo conocido no parece superar las necesidades de autoabastecimiento; y, si bien es indudable que las pampas constituyen una de las praderas más extensas y fecundas del planeta, alguien ha dicho que –debido a factores como la caída relativa de los precios de muchos productos agropecuarios y la aplicación a tierras menos fértiles de procesos biotecnológicos– el valor de mercado de toda la pampa húmeda es comparable al de una sola gran compañía japonesa.


    Sea ello como fuere –y es obvio que la riqueza física de la Argentina se potencia en función de su relativamente escasa población–, lo cierto es que el chusco presupone algo que es obviamente cierto y que sin embargo suele ser olvidado por los taxistas que dicen “el país es bárbaro, señora, lo que lo mata es la gente”: la capacidad de una unidad política para satisfacer expectativas de los individuos que son miembros de ella no depende fundamentalmente de sus condiciones físicas –como lo muestran casos como Japón o Finlandia– sino de factores que tienen que ver con su sociedad. Es obvio que si hacemos el experimento mental de imaginar el territorio argentino habitado exclusivamente por suecos o coreanos, de inmediato nos formaremos la imagen de un país que no diferiría sustancialmente de Suecia o de Corea.


    En este sentido, cuando los argentinos nos quejamos del país –una actividad a la que nos entregamos con frenesí cuando estamos en él, y que abandonamos tan pronto trasponemos sus fronteras para adoptar una imagen extraordinariamente idealizada de la Argentina– nos debemos quejar de nosotros mismos, de nuestras cualidades individuales y colectivas. Y en verdad tenemos motivos para lamentarnos: a pesar de la gentileza con que se lo clasifica como “país en vías de desarrollo”, la Argentina es uno de los pocos países del mundo en pronunciadas vías de subdesarrollo, es decir, es un caso notable de reversión fulminante y rápida de un desarrollo social y económico considerable que ya se había alcanzado.


    No es frecuente una situación social en la que, sin una guerra o catástrofe natural mediante, en una generación individuos hayan pasado de tener ambiciones comparables a las de los habitantes de los países más avanzados del mundo a tener las expectativas limitadas –en materia de alimentación, atención de la salud, vivienda, educación, desarrollo cultural, confort– que corresponden a la población de los llamados “países del Tercer Mundo”. Con la actitud típica de los nuevos pobres que repudian ser asimilados a los pobres viejos, muchos en la Argentina rechazan indignados la inclusión en ese “Tercer Mundo”, alegando su firme decisión de formar parte del primero. Por supuesto resulta patética esta pretensión de que la pertenencia a un “mundo” o a otro es más una cuestión de vocación que de constatación.


    2. El subdesarrollo argentino


    Esa constatación está apoyada por datos “duros”, como los que cita Carlos Waisman en un valioso libro que seguiré en parte de esta sección.[7] En 1913, el producto per cápita de la Argentina era comparable con el de Suiza, el doble del de Italia, y casi la mitad del de Canadá, mientras que en 1978 las proporciones entre el producto per cápita argentino y el de esos países fueron respectivamente menos de un sexto, la mitad y un quinto. El contraste con Japón es, según Waisman, dramático: alrededor de la Primera Guerra Mundial el producto per cápita argentino era cinco veces mayor que el japonés, y en los tardíos años cincuenta era cerca de tres veces mayor, mientras que en los tempranos años ochenta era solo de un cuarto del japonés. La enorme cesura que separaba a la Argentina de México y Brasil con respecto al producto per cápita al final de los años cincuenta se redujo a la mitad al final de la década del setenta. En la época de la Gran Depresión, la Argentina tenía más vehículos por habitante que Gran Bretaña, y al comienzo de la Segunda Guerra Mundial, ¡tenía más médicos por habitante que cualquier país europeo, excepto Suiza y Hungría![8]


    ¿Por qué ha ocurrido esta declinación del crecimiento económico y social argentino? Esta es una cuestión que siempre nos ha intrigado a los propios argentinos. No es un consuelo saber que también es una incógnita para los estudiosos especializados de los mejores centros académicos del mundo en los campos de la economía, la ciencia política, la sociología, y que “el caso argentino” es una perla para quienes deben encarar tesis doctorales y andan en busca de situaciones desconcertantes. Como decía Simón Kuznetz,[9] hay dos países cuya evolución no puede ser comprendida por la teoría económica: Japón y Argentina.


    Sin embargo, no faltan explicaciones teóricas prima facie plausibles de este singular fenómeno. Están, por ejemplo, las explicaciones económico-sociales, como las basadas en la posición periférica de la Argentina en la economía mundial. Ellas pueden adquirir la forma de la teoría clásica del imperialismo o de la teoría más moderna de la dependencia. Estas explicaciones sostienen que hay una dinámica en la economía mundial que asigna a ciertos países como la Argentina un papel subordinado como proveedor de materias primas, restringiendo el acceso aun de esos productos y generalmente de los de índole industrial a los mercados internacionales mediante tarifas y otros procedimientos proteccionistas. La falta de capitales suficientes a través del intercambio comercial externo impone la penetración de capitales extranjeros, cuya gestión es típicamente explotativa.


    Esta dinámica económica es acompañada, para esta visión, por una dinámica social que implica la formación de una clase doméstica que colabora con estas relaciones de explotación de los capitalistas y compradores de los países centrales. Ello, por cierto, tiene implicaciones políticas y sociales, ya que esos grupos internos, y a veces directamente los propios agentes públicos o privados extranjeros, aprovechan su poder económico y su ascendencia social para lograr nuevas y mayores ventajas y remover obstáculos a través de medidas políticas y jurídicas. De este modo, se gestan presiones a funcionarios, una corrupción generalizada del aparato estatal, y hasta golpes de Estado para deponer a gobiernos que no son sensibles a los anteriores estímulos.


    Waisman[10] sostiene que esta dinámica económica y social no puede explicar la reversión del desarrollo argentino, por más que pueda efectivamente haberse dado en el país después de que esa reversión tuvo lugar. Sociedades situadas en el marco de la economía internacional similarmente a la Argentina al comienzo del siglo, como Canadá o Australia, tuvieron una muy diferente evolución económica y política. Más aún, en realidad, la dependencia externa de la Argentina, tanto en el campo del comercio como de las inversiones, disminuyó y no aumentó después de que el país comenzó a revertir su desarrollo. Por otra parte, hay modelos de desarrollo dependiente, que son posibles aunque sean probablemente menos deseables que los de desarrollo autónomo. Finalmente, no es correcto generalizar sobre la imposibilidad de introducir en los mercados mundiales productos industriales aunque su producción sea eficiente, como lo muestran en la actualidad los países del Sudeste asiático.


    Entre otras hipótesis de índole económica y social, está la de David Rock.[11] La cita de unos pocos párrafos puede dar idea de la dirección general de su pensamiento:


    


    Así, durante trescientos años la Argentina se mostró repetidamente como una sociedad que se podía expandir, bajo ciertas condiciones y dentro de ciertos límites, pero que carecía de un impulso autónomo hacia el desarrollo. Una materia prima exportable sucedía a otra liderando la economía del país; nuevas regiones se abrieron al desarrollo, y las estructuras sociales se hicieron más variadas y sofisticadas. Pero dentro de esta complejidad creciente, características atávicas considerables permanecieron: las estructuras coloniales fueron invariablemente reformuladas en lugar de superadas… Las fuerzas que emprendieron un embate para provocar ese cambio a finales del siglo XIX y a principios del XX lo hicieron en forma incompleta y finalmente fracasaron. Alrededor de 1860 los recursos agrarios de la Argentina atrajeron una multitud de inmigrantes y una masiva infusión de capital foráneo. Tanto los inmigrantes como los inversores encontraron una sociedad dispuesta a compartir una parte de las riquezas materiales, pero también una sociedad que resistía sus esfuerzos para alterar su curso o su identidad fundamental; más bien la sociedad huésped aprovechaba las influencias externas para expandir y profundizar sus propensidades históricas. En la superficie, sin embargo, el capital y la inmigración provocó un cambio enorme, ya que la Argentina se convirtió en una muestra célebre del agrarismo pionero. Pero aunque quedaron pocos signos exteriores que testimoniaran que la dominación racial y tributaria era el principio fundante de la sociedad argentina, el cambio quedó incompleto en muchas esferas cruciales. El crecimiento económico estaba todavía impulsado por el capital extranjero y por el acceso a mercados internacionales; la tenencia de la tierra exhibía muchos legados de monopolio; la producción industrial era todavía débil y maltrecha, y Buenos Aires seguía preservando su primacía histórica en el ámbito político y económico. La falta de completitud de esta revolución de finales del siglo XIX extrajo un precio severo en los años treinta de este siglo, cuando la Argentina entró en otro ciclo descendente. A medida que el impulso externo hacia la expansión se debilitaba y desaparecía, la sociedad entró en crisis. La depresión de los años treinta resultó en un esfuerzo divisivo y finalmente abortado de recobrarse bajo Perón, seguido por una creciente, y hasta 1982 imparable, declinación.


    Sin embargo, Waisman niega que factores como la estructura de la tenencia de la tierra y la organización social puedan explicar por sí solos la reversión del desarrollo argentino si no son combinados con otros factores. Sostiene que, en primer lugar, antes de la Depresión hubo una considerable industrialización aun con la misma oligarquía agropecuaria; en segundo lugar, los mismos conservadores representantes de esa oligarquía persiguieron deliberadamente un proceso de industrialización aun después de esa Depresión; y, tercero, lo mismo hicieron después de la caída de Perón.


    También se han señalado causas políticas de la reversión del desarrollo argentino. Por ejemplo, se ha conectado la inestabilidad de la democracia con esa reversión y se ha explicado tal inestabilidad sobre la base de factores como una sobrecarga de demandas sociales. De nuevo Waisman responde que tal sobrecarga de demandas se produjo principalmente después de la reversión y no antes. Su tesis general es que había un proceso de institucionalización considerablemente avanzado hasta que se produjo la Depresión, la que interrumpió definitivamente el proceso de legitimación política. Del mismo modo, Waisman cuestiona la hipótesis de estudiosos como Torcuato Di Tella de que la inestabilidad política estuvo asociada a la falta de un partido de masas de derecha que articulara los intereses de las élites económicas. Él cree que la discontinuidad entre el poder económico y el poder político fue más una consecuencia que una causa del fracaso de establecer una democracia industrial en la Argentina. Por otro lado, Waisman supone que la inexistencia de un partido de derecha en el país se debe a la conformación de la Unión Cívica Radical hasta la Depresión: se trataba de un partido que no desafiaba seriamente los intereses agrarios y que podía ser penetrado por ellos.


    Obviamente hay también explicaciones del subdesarrollo, que incluyen el argentino, que apuntan a factores de índole cultural. Esas explicaciones se remontan a Tocqueville, quien observaba en su famosa obra Democracia en América[12] que, no obstante que los pueblos sudamericanos tienen tierras tan feraces y extensas como las del norte de América, sin embargo no pueden ni establecer la democracia ni generar los recursos necesarios para proveer a su felicidad debido a sus costumbres y a su estado moral e intelectual. Pero fue básicamente Max Weber[13] quien apuntó el camino que han seguido muchos sociólogos y politicólogos cuando vinculó la cultura asociada al calvinismo protestante con el desarrollo económico y político, en contraste con la influencia católica. Él sostenía que la concepción puritana de condena hacia el placer hedonista derivado de las ganancias, junto con su énfasis respecto de la salvación a través del trabajo, fueron factores causales determinantes del comportamiento capitalista, incluida la acumulación de capital. La falta de una cultura del trabajo y de la austeridad sería un factor determinante del pobre desarrollo capitalista en países como la Argentina, con el consiguiente truncamiento del progreso económico, social y político.


    En esta misma dirección, en la que también han marcado hitos los trabajos de Talcott Parsons, Seymour Martin Lipset[14] ha señalado las características del sistema de valores típico de Latinoamérica, que está asociado con su falta de desarrollo económico y social. Esos valores enfatizan la adscripción por oposición al éxito, el particularismo por oposición al universalismo, la difusividad por oposición a la especificidad, el elitismo por oposición al igualitarismo. El primer aspecto del sistema de valores predominante en un país como la Argentina, aunque –según Lipset– en menor grado que en otras regiones de Latinoamérica, implica que las personas son tratadas teniendo más en cuenta sus cualidades heredadas o sus vínculos personales que sus habilidades y realizaciones. El segundo aspecto presupone que en ese trato valen más las relaciones particularizadas que la aplicación de normas universales e imparciales. El tercer aspecto del sistema de valores vigente en Latinoamérica implica que las personas son tratadas predominantemente como individuos sin tomar en cuenta los cargos o posiciones que ocupan en la sociedad, en vez de diferenciar el trato según esas posiciones independientemente de quienes las ocupan. El último rasgo supone, como es obvio, que se enfatiza la jerarquización de las personas por razones de ascendencia social, raza, religión, género, fortuna.


    Lipset sugiere que el sistema de valores latinoamericano fue trasplantado por los castellanos a este continente, luego de haberlo gestado sobre todo en siglos de luchas contra los moros, luchas que resultaban en la glorificación de los roles del soldado y del cura y en la denigración de las actividades bancarias y comerciales (que estaban frecuentemente en manos de judíos y musulmanes). Estas características del sistema de valores que todavía tendría vigencia en un país como el nuestro no son propicias para promover la productividad puesto que no estimulan el éxito obtenido a través del esfuerzo individual, valorando más lo que uno es en contraste con lo que uno hace. Por otra parte, las virtudes que se resaltan son poco adecuadas para el progreso económico dado que tienen una orientación general antimaterialista y antipragmática. Se podría agregar, como lo han destacado algunos estudios sociológicos y como luego veremos, que el tipo de valores que señala Lipset subyace a muchos comportamientos asociados con la corrupción pública y la evasión impositiva, que muestran la primacía de la moral de la amistad o de la moral familiar sobre la moral impersonal de alcance social (muchos funcionarios llegan a justificar, con aparente sinceridad, la corrupción como consecuencia de sus obligaciones frente a su familia, ya que no le perdonarían haber pasado por altas funciones sin haber aprovechado la oportunidad de hacerse de un patrimonio “como la gente”).


    Carlos Waisman[15] es escéptico sobre la posibilidad de que este tipo de explicaciones culturalistas den cuenta del subdesarrollo argentino. Su objeción fundamental es que no se adecúan a una conformación curvilínea como la que ha tenido el desarrollo político y económico de la Argentina, sobre todo dada la brusquedad de su movimiento descendente. Reconoce que pueden formularse hipótesis más sofisticadas de acuerdo con las cuales los factores culturales y valorativos pierden su congruencia con arreglos institucionales que los expresaban, garantizándose así una relativa estabilidad del sistema, gracias a cambios ambientales rápidos, como la Depresión. Sin embargo, Waisman apunta que el énfasis en los valores “hispánicos” no condice con el origen inmigratorio de buena parte de la población argentina (aunque este argumento se podría responder sobre la base de que la mayoría de los inmigrantes habían absorbido una cultura semifeudal). Nuestro autor permanece escéptico teniendo en cuenta que la producción industrial de la que dependía el desarrollo argentino no era de una complejidad tal como para requerir habilidades empresariales especiales, que la clase alta agropecuaria y la burguesía industrial no habían demostrado actitudes anticapitalistas antes de la Depresión, que tampoco su comportamiento político ha sido irracional en función de sus intereses, que no es cierto que la mayoría de los inmigrantes venían de regiones donde imperaban condiciones cercanas a las feudales. Además Waisman critica la metodología de este tipo de explicaciones por no basarse en estudios empíricos serios, por no tomar en cuenta la complejidad del sistema de valores involucrado, por ignorar la interpenetración entre ese sistema de valores y la estructura socioeconómica, por no considerar los casos de países que han alcanzado estabilidad política y desarrollo económico no obstante que parecería que parte de su población tiene rasgos culturales como los mencionados.


    La propia explicación de Carlos Waisman sobre las causas de la reversión del desarrollo económico y político argentino toma en cuenta la combinación de ciertos factores estructurales con decisiones políticas equivocadas que se tomaron luego de la Gran Depresión a causa de ciertos errores cognitivos. En primer lugar, la Argentina se parece a otros países nuevos, como Canadá y Australia, y se distingue por la inexistencia de una gran reserva de mano de obra. En segundo lugar, la Argentina se parece al resto de Latinoamérica y se distingue de los países nuevos por una considerable concentración de la propiedad agraria, la que era mucho más acentuada en la época de la Depresión de lo que es ahora.


    A estas dos características estructurales que constituyen un caso singular se sobreimpuso el rumbo que, después de la crisis de los años treinta y el subsiguiente restablecimiento del nuevo orden económico internacional a partir de 1945, le dio el peronismo a la economía y a la sociedad: en primer lugar, un proteccionismo industrial intenso e indiscriminado volcado a la sustitución de importaciones y a una producción no competitiva en términos internacionales, la que, por lo tanto, era grandemente dependiente de las exportaciones industriales para la adquisición de los necesarios bienes de capital. En segundo lugar, un corporativismo inclusionario que implicaba una fuerte movilización de la clase obrera y que a largo plazo generaba grandes demandas sociales y la deslegitimación del sistema político incapaz de satisfacerlas. En palabras de Waisman:


    


    De este modo, la crisis argentina es el resultado a largo plazo de las políticas peronistas que, por un lado, emplazaban los recursos económicos y humanos de un modo ineficiente y, por el otro, incrementaban los niveles de la organización y movilizadón del movimiento obrero. El primer proceso condujo a una integración segmentada en la economía internacional, una consecuencia de lo cual es el hecho mencionado anteriormente de que la economía internacional se transformó en un freno para el desarrollo. Esto fue así porque el superávit generado por el sector exportador fue usado para apoyar y expandir una industria manufacturera ineficiente.


    El segundo proceso condujo a la formación de una comunidad política ingobernable, en la cual el gobierno de los militares se convirtió en la respuesta a este tipo de transformaciones estructurales generada por este nuevo tipo de relación con la economía internacional.


    Según Waisman, si la estructura de tenencia de la tierra hubiera sido como la de los países nuevos, los intereses agrarios habrían sido más débiles y no se habrían dado las situaciones de encerrona política, asociadas con la inestabilidad, cuando la necesidad de exportar para capitalizar la industria hacía necesario favorecer al sector agrario. Por otro lado, si la reserva de mano de obra hubiera sido como la de los otros países latinoamericanos, el movimiento obrero no habría constituido una fuerza política independiente y probablemente se habría generado una alianza entre sectores agrarios e industriales a favor de la apertura de la economía.


    Waisman explica también las políticas adoptadas por el peronismo tomando en cuenta la autonomía que había adquirido, después de la Depresión, el Estado con respecto a las principales élites económicas, gracias a la fragmentación de esas élites favorecida por los cambios externos. Esa autonomía de quienes manejaban el aparato estatal es lo que hizo posible que Perón y los líderes militares que lo acompañaban impulsaran la política proteccionista y corporativa mencionada en contra de los intereses de las élites económicas sobre la base de un error cognitivo fatal: el miedo a una inminente revolución social. En efecto, Waisman muestra en forma documentada cómo esas políticas se debieron al temor, absolutamente injustificado si se toma en cuenta la insignificancia de los elementos revolucionarios y los probables efectos de una apertura económica, de que la clase obrera pudiera verse arrastrada a una guerra civil y eventualmente al comunismo si una economía abierta la dejaba a merced de las evoluciones de los mercados internacionales, sobre todo en lo que hace a los niveles de empleo, y si no se usaban instrumentos corporativos para conquistarla y controlarla.


    Esta explicación de Waisman es sumamente interesante y está respaldada por una argumentación mucho más compleja y documentada de la que puedo dar cuenta en esta breve síntesis. Sin embargo, me atrevo a sugerir que tal explicación se ve algo debilitada por conservar una cierta tendencia hacia un “monocausalismo”, vale decir, la tendencia a explicar los fenómenos sociales a través de la operación de un solo factor causal o de un conjunto relativamente acotado de tales factores. A pesar de que Waisman avanza sobre las explicaciones anteriores al vincular varios procesos de diferente índole en la generación del subdesarrollo económico y político en la Argentina, no es posible excluir la combinación entre los factores causales que él enfatiza y otros como los que mencionamos antes y cuya relevancia el autor rechaza demasiado rápidamente.


    En efecto, si prestamos atención a la explicación del propio Waisman, veremos que los factores que menciona están estrechamente relacionados con otros que antes había rechazado. Por ejemplo, la autonomía del Estado conducido desde 1943 bajo una considerable influencia militar y el miedo a la revolución expresado por Perón y otros hombres de armas, así como la recepción que la expresión de ese miedo tuvo en otros sectores de la sociedad, tienen algo que ver con el sistema de valores vigente en sectores de la sociedad argentina: ese sistema atribuye de primacía axiológica a un mítico ser nacional, que no se identifica con ningún rasgo empírico –ni con la historia completa de la nación, ni con la voluntad del pueblo, ni con la Constitución nacional–, que está siempre amenazada por la conspiración de enemigos múltiples, difusos y subterráneos, y cuyas necesidades e intereses son solo conocidas en forma privilegiada por ciertos órganos reales –como la Iglesia, las Fuerzas Armadas y los grupos productivos– que tienen, por lo tanto, un derecho y una responsabilidad especiales para defenderlo, aun a costa de los derechos de los individuos.


    Esta ideología está obviamente subyacente a la manipulación corporativista de la clase obrera, cuya inclusión en el marco político, con la consiguiente atención de las demandas sociales por ella generada, estuvo fuertemente condicionada a su supeditación en otros respecto de la conducción estatal y partidaria. Por cierto que esta adhesión al que, siguiendo la terminología de Popper,[16] es posible calificar como “modelo de sociedad cerrada” no debe ser del todo ajena a la falta de porosidad de la estructura de tenencia de la tierra a las nuevas masas inmigratorias.


    También se podría señalar, como otro ejemplo, que la estructura institucional, principalmente en lo que hace a la forma “hiperpresidencialista” de gobierno,[17] tuvo un impacto cierto en la inestabilidad política asociada con la reversión del desarrollo, y adicionalmente debe de haber tenido algún papel contribuyente en la cadena causal que señala Waisman: la autonomía del Estado, que implicaba básicamente la presencia del presidente y del grupo que lo rodeaba en el diseño de políticas estatales, se hacía posible gracias a las facultades que en nuestro sistema acumula el presidente de la Nación, tanto por factores normativos como fácticos (más cuando se tienen en cuenta las características semidictatoriales del gobierno que tuvo el país entre 1943 y 1958, y que curiosamente Waisman no enfatiza).


    Es posible que un sistema parlamentario o semiparlamentario no solo hubiera garantizado mayor estabilidad del sistema democrático al permitir una mayor fluidez en la formación de los gobiernos y mayores acuerdos interpartidarios, sino que posiblemente hubiera atenuado el error cognitivo de que habla el autor, gracias al proceso de deliberación colegiada que este sistema impone como paso previo a la toma de decisiones, o debido a la incidencia de partidos que podían representar a los intereses afectados (y que en un sistema no presidencialista no quedan absorbidos por la necesaria polarización entre las grandes fuerzas).


    Al menos este factor institucional debe ser agregado al de la fragmentación de las élites económicas para explicar la autonomía del Estado. En realidad, el peso específico de este último factor es discutible, como lo prueba la tesis de Sabato y Schvarzer[18] que explica la inestabilidad política argentina y la subsiguiente involución económica sobre la base del fenómeno exactamente opuesto, o sea, la falta de competitividad y la cohesión de las élites económico-sociales sobre la base de la ubicuidad de los mismos grupos capitalistas en diversas áreas productivas.


    Desde el punto de vista institucional, también es posible señalar como otro ejemplo, relacionado con la institucionalización de la participación que Waisman menciona, de un posible factor contribuyente de la inestabilidad política, y, por consiguiente, de la reversión del desarrollo económico (dada la inseguridad que esa inestabilidad representa para políticas de inversión y producción): la introducción a partir de 1912, aplicándose por primera vez en las elecciones de 1916, del voto obligatorio (además de universal y secreto). Creo que la obligatoriedad del voto está claramente justificada desde el punto de vista moral,[19] dado que ella permite superar el problema de acción colectiva, de la índole que estudiaremos en el capítulo 3, que lleva a mucha gente a no votar si no se asegura que otros similarmente situados social e ideológicamente lo harán, con lo que se afecta la tendencia a la imparcialidad que hace valiosa a la democracia.[20]


    Sin embargo, es posible sostener que la introducción del voto compulsivo, que llevó a que entre una elección y otra la concurrencia electoral prácticamente se triplicase, recalentó enormemente el sistema político con demandas sociales –que a su vez acentuó las políticas de corporativismo inclusionario y la intervención permanentemente cambiante del Estado en la economía–, y sobre todo hizo que las fuerzas políticas que representaban los intereses económicos más importantes perdieran toda esperanza de ganar una elección limpia (las que a partir de 1912 solo fueran ganadas por el radicalismo y el peronismo) y buscaran otras avenidas de acceso al poder, como el fraude electoral, las proscripciones o llanamente los golpes de Estado.


    Fred Riggs sostiene,[21] en efecto, que el sistema presidencialista requiere para su estabilidad que el electorado no se polarice y que eso se logra en los Estados Unidos, entre otros mecanismos, con un gran ausentismo electoral, que permite que el electorado activo se vuelque a posiciones de centro. Su tesis general es que los países latinoamericanos han rechazado una serie de rasgos antidemocráticos del sistema estadounidense –como la voluntariedad del voto o la representación por distritos– que son, sin embargo, funcionales para la estabilidad de un sistema presidencialista de gobierno. Esto implicaría que, dado un sistema presidencialista de gobierno, hay cierta tensión entre su estabilidad y su legitimidad democrática.


    La incidencia de este factor se relaciona obviamente con la tesis de Di Tella sobre la inexistencia de un partido de masas de derecha, la que parece deberse más al activismo electoral de los sectores populares que, como alega Waisman, a una presunta representatividad de esos sectores por parte del radicalismo (la que parece estar desmentida por el golpe de 1930, por los fraudes a los que recurrieron esos sectores en la década infame, por los golpes a Frondizi y a Illia, por la actitud de las élites económicas frente a Alfonsín, etc.).


    Más allá de estos ejemplos particulares, el punto que quiero enfatizar es que un fenómeno tan singular como el de la reversión del desarrollo argentino seguramente reconoce una pluralidad de factores causales que están interpenetrados y se refuerzan circularmente unos a otros. Si la causalidad de un fenómeno como este fuese relativamente simple y no el producto de la coincidencia de diversos procesos sumamente complejos y entrelazados, seguramente el fenómeno se daría con más frecuencia; sin embargo, es difícil encontrar otros casos parangonables (tal vez la declinación relativa de Gran Bretaña comparada con otros países europeos sea un caso contemporáneo relativamente comparable, aunque en otro orden de magnitud).


    Bajo este presupuesto de la complejidad de la generación causal de la involución económica y social de la Argentina, el objetivo central de este trabajo es llamar la atención sobre otro fenómeno social que generalmente no es incluido entre los factores que han intervenido en esa generación. Me refiero a la tendencia recurrente de la sociedad argentina, y en especial de los factores de poder –incluidos los sucesivos gobiernos–, a la anomia en general y a la ilegalidad en particular, o sea, a la inobservancia de normas jurídicas, morales y sociales. Es realmente sorprendente que, no obstante la visibilidad de la tendencia argentina hacia la ilegalidad y la estrecha vinculación entre anomia e ineficiencia y entre esta y el subdesarrollo, ella no ha sido señalada hasta ahora por politicólogos, historiadores y economistas como un factor significativo para dar cuenta del subdesarrollo argentino.


    Esta tendencia a la anomia, o más específicamente a la ilegalidad, está involucrada en buena parte de los factores que se señalan como relevantes para explicar la involución del desarrollo argentino, además de tener un poder causal independiente. Esto no excluye obviamente que la anomia argentina sea a su vez resultado causal de otros procesos, algunos de los cuales tengan relevancia por sí mismos para explicar la reversión del progreso argentino.


    Uno de los errores en que se suele caer en la explicación de esa reversión consiste en ignorar la posibilidad de que su generación causal sea gradual y parcialmente circular. Además, hay razones para suponer, como luego veremos, que la tendencia a la anomia es en sí misma generadora de los bajos grados de eficiencia y productividad social que subyacen a situaciones de subdesarrollo. Pero veamos con un poco más de cuidado qué se quiere significar con esta referencia a la tendencia anémica de la sociedad argentina.


    3. La anomia argentina


    La existencia en la sociedad argentina de una pronunciada tendencia general a la ilegalidad y a la anomia resulta bastante fácil de percibir. Es suficiente con tener presente la forma en que se violaron masivamente los derechos humanos en la década del setenta a través de un terrorismo de Estado que desconoció la propia legalidad impuesta por el régimen militar –a diferencia de lo que ocurrió con el fenómeno similar producido en Chile, el que en buena medida se desarrolló respetando esa legalidad–, y por medio de un terrorismo de izquierda que desconoció también todo límite ético y jurídico.


    Yendo a un caso menos dramático: la imagen externa de una sociedad está dada por cómo se transita por sus calles y rutas, cómo se mantiene el aseo de los lugares públicos y cómo se cuida la estética urbana: hay pocos países en el mundo en que se manifieste un desprecio tan amplio por las reglas que rigen el tráfico de automotores y peatones como el que se da en la Argentina. Tampoco es fácil encontrar otros ámbitos en los que se dé un desprecio mayor, por las normas que rigen la producción de desperdicios y la contaminación del ambiente, que el que se da en la Argentina (en una reciente visita a La Falda, Córdoba, me deprimió enormemente advertir cómo hermosísimos paisajes eran arruinados por una gran cantidad de basura dispersa por doquier y cómo ningún turista salvo mi familia y yo parecía advertirlo). Desde el punto de vista urbanístico, no es posible pensar que cuando tenemos una avenida, como la del Libertador de Buenos Aires, con casi todos los edificios parejos en altura pero con enormes torres que rompen de tanto en tanto esa armonía, las excepciones al Código de Edificación se deben a un peculiar gusto estético de algunos intendentes o concejales; más bien hay derecho a suponer que se hicieron excepciones o se admitieron violaciones a normas edilicias por motivos diferentes al bien de la comunidad.


    Si vamos más allá de esa imagen externa y analizamos el discurso de los argentinos, advertiremos que aducir que algo va en contra de la ley es una forma de iniciar una conversación y no de concluirla, como ocurre en otros países (recuerdo, por ejemplo, a un prestigioso profesor estadounidense sonrojarse y callarse cuando su secretaria rehusó cumplir con su pedido de copiar un programa de computación, por ser ilegal; es poco imaginable una situación similar en la Argentina).


    Si dirigimos nuestra mirada a la que es tal vez la principal obligación cívica que es la de pagar impuestos, advertiremos de inmediato que la evasión tributaria en la Argentina está entre las más elevadas del mundo. Si hojeamos los diarios, o conversamos, por ejemplo, con comerciantes que deben lidiar con inspectores impositivos, municipales, etc., concluiremos que la corrupción de los funcionarios públicos por parte de ciudadanos que realizan diversas actividades es cosa de todos los días. Lo mismo ocurre con la actividad privada, como se comprueba, en un plano menor, con el sobreprecio que cobran los boleteros por las entradas de espectáculos artísticos.


    Si consultamos las estadísticas, nos convenceremos de que los casos de criminalidad que son efectivamente juzgados por la justicia son ínfimos. También advertiremos fácilmente que hay manifestaciones públicas de ilegalidad consentidas por funcionarios y ciudadanos del común, como, por ejemplo, comprueban sorprendidos los extranjeros cuando perciben que la inscripción “venta bajo receta”, que figura en casi todos los medicamentos, no tiene ningún correlato en la conducta de farmacéuticos, compradores e inspectores. Basta encarar un trabajo, estudio o actividad comercial para toparse con múltiples incumplimientos y desviaciones normativas en general y legales en especial.


    No obstante la omnipresencia de situaciones de ilegalidad en nuestro país, generalmente no las asociamos con la reversión de nuestro desarrollo económico y político. Sin embargo, podemos observar que muchos de los factores que se suelen señalar como relevantes para explicar la involución del desarrollo argentino están íntimamente asociados con situaciones de ilegalidad.


    Cuando se articula la tesis de la dependencia, es casi inevitable aludir al papel que juega la corrupción de los funcionarios públicos o la interferencia con los procesos constitucionales de sucesión del poder como formas en que los poderes económicos centrales y sus representantes locales logran decisiones políticas favorables en términos de inversiones protegidas, repatriación indiscriminada de ganancias, falta de contribución impositiva, baja protección laboral, etc. De lo contrario, no es fácil explicar por qué países con condiciones físicas similares (como Canadá) pasaron a ocupar lugares centrales en la estructura económica internacional, o por qué otros países se desarrollaron en condiciones de dependencia.


    Cuando se alude a la oligopolización de la propiedad de la tierra, también tiene cierta relevancia la tendencia a la ilegalidad: como veremos en el capítulo 3, hubo planes de colonización agraria, como el que pretendió ser impulsado por la Ley de Enfiteusis de Rivadavia, que fueron desvirtuados por artimañas legales o por corrupción, dando lugar a una mayor concentración de propiedad agraria (así como es cierto que una ley relativamente difícil de evadir –aunque se lo ha hecho parcialmente a través de la formación de sociedades comerciales–, como es la ley sucesoria, ha tenido un impacto importante en la división de la propiedad agraria).


    La inflación que la Argentina ha soportado durante décadas y que, sin duda, ha afectado la inversión productiva ha constituido una forma de financiar el gasto público en vez del genuino ingreso tributario, considerablemente disminuido por obra, en parte, de la ilegal evasión impositiva.


    El corporativismo inclusionario ha implicado no solo la manipulación de normas jurídicas, para dar por ejemplo representatividad privilegiada a ciertos agentes sindicales, que aunque no siempre conduce a una lisa y llana ilegalidad, violenta ciertos principios que luego analizaremos del Estado de Derecho. También implica una serie de presiones, protecciones y beneficios para controlar las demandas de la clase obrera al margen de la legalidad vigente.


    Lo mismo ha pasado con el proteccionismo industrial indiscriminado que, en muchos casos, respondía a un favoritismo originado en relaciones corruptas entre empresarios y funcionarios públicos. La configuración cultural vigente en sectores de sociedades como la argentina y que algunos estudiosos asocian con el subdesarrollo está también vinculada con la tendencia a la ilegalidad, o al menos con el desconocimiento de la forma superior de legalidad implícita en la idea de Estado de Derecho: ello ocurre principalmente con el rasgo de adscriptivismo por oposición al universalismo que está implícito en la idea de aplicación imparcial de reglas generales.


    Por otro lado, todas las explicaciones del subdesarrollo argentino vinculan la involución del crecimiento económico con la inestabilidad política, cualesquiera que sean los lazos causales que se establezcan entre estos dos fenómenos (por ejemplo, se ha intentado explicar muchos golpes de Estado sobre la base de la urgencia por cambiar la política económica una vez que se alcanzaba la faz del clásico ciclo de la economía argentina en que se produce el “cuello de botella” en el comercio exterior provocado por un aumento de la demanda de productos industriales, que genera la necesidad de importaciones de bienes de capital, lo que a su vez requiere un aumento de las exportaciones agropecuarias para producir las divisas necesarias; este aumento de las exportaciones se lograba tradicionalmente mediante un cambio de ministro de Economía, o hasta del gobierno en su conjunto, con una devaluación monetaria, que provocaba el aumento del precio de los productos de primera necesidad; lo que a su vez producía inflación y una disminución de la demanda de productos industriales).


    Tal inestabilidad política tenía su culminación en los golpes de Estado, que, como es obvio, constituyeron la expresión máxima de la ilegalidad argentina. Pero hay formas más indirectas en que la inestabilidad política estuvo relacionada con la ilegalidad: los fraudes electorales, como los que se practicaron antes de la Ley Sáenz Peña y en la década infame, y las proscripciones electorales, como la que ocurrió primero con el radicalismo, en esa misma década y luego con el peronismo desde 1958 hasta 1973, el abuso de las intervenciones federales, la usurpación por los ejecutivos de facultades del Congreso, la manipulación de la justicia, el abuso del estado de sitio afectaron gravemente la legitimidad subjetiva del sistema político argentino, y, en consecuencia, también contribuyeron a la debilidad de la adhesión social hacia él, que es precondición para que sea subvertido por la fuerza.


    Sin embargo, la tesis central de este libro no se apoya crucialmente en esta probable vinculación entre los múltiples factores causales de la reversión del desarrollo argentino y la anomia o ilegalidad existente en nuestra sociedad. Más bien se concentrará en mostrar cómo el factor anómico opera por sí mismo en la generación de niveles bajos de productividad o eficiencia en la sociedad argentina, lo que a su vez puede combinarse con otros factores –que pueden o no haberse potenciado por la misma anomia– para determinar la involución del desarrollo.


    Pero antes de explicar un poco más este punto, tratemos de esclarecer previamente la noción de norma, regla o ley que empleamos cuando hablamos de ilegalidad o anomia.


    4. Las normas que desconocemos


    Hay muchas clases diferentes de normas o reglas: normas morales, normas jurídicas o leyes, normas sociales, costumbres, reglas de juego, reglas técnicas, reglas gramaticales, etc. Algunas de estas clases son relevantes para las situaciones de anomia social; otras, no. Sin embargo, antes de clarificar las variedades de normas que nos interesa es necesario advertir que, en cualquiera de esos contextos, podemos usar la expresión “norma” con sentidos diferentes.


    El sentido de “norma” que se usa en un contexto justificatorio como derecho o la moral es el que hace referencia a una proposición o juicio que estipula que algo debe, puede o no puede hacerse. Esto es así porque solo un principio o juicio normativo puede proveer una razón justificatoria de una acción o decisión. En cambio, en un contexto explicatorio como el de este libro o el de cualquier análisis sobre las causas y consecuencias de 1a anomia, el sentido de “norma” más importante es el que identifica a las normas con prácticas sociales, o sea, con regularidades de conductas y actitudes. En efecto, solo las normas como regularidades de conductas y actitudes o prácticas sociales constituyen hechos sociales relevantes que entran en relaciones causales con otros fenómenos de la misma índole.


    Es importante subrayar que no cualquier regularidad de conductas es una norma en el sentido de práctica social. Como dije, las normas se distinguen no solo por la regularidad de comportamientos sino también por la recurrencia de actitudes de crítica o de aprobación frente a esa regularidad y las desviaciones. Así, por ejemplo, bañarse regularmente es objeto de una norma en nuestras sociedades; en cambio, bañarse por las mañanas es solo un hábito de ciertas personas (aunque se dé la coincidencia de que casi todos los miembros del grupo social tengan ese hábito).


    Tomando en cuenta este cuarto sentido de “norma” o “regla” como central, veamos ahora las clases de normas que interesan en relación con el fenómeno social de anomia.


    Veamos primero las normas jurídicas (también se pueden llamar “leyes” si aclaramos que lo hacemos en un sentido amplio y material, ya que en un sentido restringido y formal la expresión solo hace referencia a una subclase de normas jurídicas, las que se originan en una promulgación del Parlamento). Una norma jurídica, o una ley en sentido amplio, se identifica en un contexto sociológico, como en el que nos interesa describir y explicar el fenómeno de la anomia, como una regularidad de conductas y actitudes de la sociedad que manifiestan adhesión a pautas de comportamiento aceptadas por el hecho de ser reconocidas por los jueces, o de ser prescriptas por aquellos a quienes los jueces reconocen como legisladores con autoridad.
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